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a Oficina contra el Crimen Organizado del 

Servicio de Impuestos Internos (SII) identi- 

ficó una red de evasión fiscal que operaba en 

torno al barrio Meiggs, a través de un sistema 

articulado de sociedades que intentaron de- 

fraudar al Fisco por más de $ 9.000 millones. 

El hallazgo no solo confirma la existencia de 

estructuras económicas informales altamente funcio- 

nales, sino que da cuenta de un fenómeno más comple- 

jo: el abastecimiento sistemático 

del comercio callejero por organi- 

zaciones que combinan opacidad 

tributaria, contrabando e infrac- 

ción a la propiedad intelectual. 

La magnitud de la evasión detec- 

tada en un solo foco urbano permite 

dimensionar el impacto nacional 

de este tipo de redes. Se trata de operadores que, mediante 

estructuras societarias interconectadas y vínculos comercia- 

les y familiares, actúan como importadores habituales sin 

documentación, sin trazabilidad de origen y sin cumplir sus 

obligaciones tributarias. La evasión de IVA, renta y derechos 

aduaneros afecta directamente los ingresos fiscales perma- 

nentes, reduciendo la capacidad del Estado para sostener 

políticas públicas. 

Según el FMI, en países con alta informalidad, el crimen or- 

ganizado puede erosionar entre 1,5% y 3% del PIB cada año por 

efectos combinados de evasión, corrupción y subinversión. 
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OFENSIVA TRIBUTARIA CONTRA EL 
CRIMEN ORGANIZADO 

Más allá de sanciones 
individuales, el desafío es 

neutralizar a las estructuras 
delictuales. 

  

Pero el costo no es solo fiscal. Estas organizaciones tienden 

a ocupar espacios físicos como ocurre en Meiggs- donde la 

ausencia de regulación tributaria va acompañada de informa- 

lidad laboral, desplazamiento del comercio formal y aumento 

de hechos violentos. Según la UNODC, las actividades crimi- 

nales vinculadas al comercio informal urbano están asociadas 

a mayores tasas de victimización, fragmentación comunitaria 

y pérdida de cohesión territorial. Así, lo que comienza como 

evasión tributaria se traduce rápidamente en problemas de 

seguridad y gobernabilidad. 

En este contexto, interrumpir las 

Cadenas de abastecimiento del comer 

cio informal resulta estratégico. Más 

allá de las sanciones individuales, el 

desafío está en neutralizar las estruc 

turas que permiten que estos circuitos 

operen con eficiencia logística y baja 

exposición penal. La creación de una unidad especializada den- 

tro del SII es una medida adecuada, que alinea la política fiscal 

con la experiencia internacional en la persecución de econo- 

mías ilegales. No se trata de ampliar funciones, sino de repen- 

sar la fiscalización bajo el supuesto realista de que la evasión ya 

no es marginal, sino estructural en ciertos sectores. 

La identificación de estos grupos económicos es un primer 

paso. Para que no sea el único, se requiere coordinación per- 

manente con aduanas, policías, fiscalías y municipios. Porque 

el crimen organizado, cuando encuentra vacíos institucionales 

no los ignora, los ocupa. 
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Sobre las 
contribuciones 

n períodos de elecciones vuelve el 

tema del impuesto territorial que afec- 

ta alos bienes raíces, conocido como 

contribuciones. Muchos jubilados 

se sienten apremiados por la carga que 

significa este impuesto, cuya base -avalúo 

de la propiedad-, se reajusta de manera 

poco transparente para los contribuyentes. 

Algunos candidatos incluso han propuesto 

su eliminación para la primera vivienda. 

Las contribuciones son un impuesto al 

patrimonio inmobiliario. Una vivienda en- 

trega servicios habitacionales al dueño que 

la habita, o un flujo de ingreso si decide 

arrendarla. Un impuesto patrimonial a la 

vivienda no es más que un impuesto anual 

al flujo de servicios habitacionales. 

¿A cuánto asciende este impuesto? Vea- 

mos un ejemplo sencillo, algunos dirán que 

es un “cálculo de servilleta”, pero ilustra 

el punto. Una propiedad cuyo valor de 

mercado es UF 12.000, paga un impuesto 

(contribuciones) que es entre un 10% a 13% 

del arriendo anual. Es decir, el 10%-13% es 

el impuesto sobre el ingreso, si arrienda la 

propiedad; o es sobre el consumo de servi- 

cios, si la habita. No es un impuesto bajo. 

Además, las viviendas nuevas pagan IVA, 

que es un impuesto al consumo de los mis- 

mos servicios habitacionales, y los ahorros 

que han contribuido a financiar la adquisi- 

ción de la propiedad pagan el impuesto al 

ingreso. Dicho sea de paso, la vivienda es 

el principal ahorro de las familias. Por últi- 

mo, si el dueño arrienda, debe incluirlo en 

su base imponible (a menos que sea DEL2) 

del impuesto Global Complementario y, 

por cierto, las propiedades están afectas al 

impuesto de herencia y ganancia de capital 

con una exención de UF 8.000. 

En la literatura económica, el impuesto 

alas propiedades es considerado como el 

que menos distorsiona las decisiones de 

ahorro e inversión, en comparación con el 

impuesto al ingreso personal o a las em- 

“El impuesto no debiera exceder de un 5% del 
arriendo imputado que refleja el valor de los servicios 
habitacionales. Además, el propietario debe tener la opción, 
una vez jubilado, de postergar el pago de contribuciones”. 

presas y, por consiguiente, genera menos 

perjuicio al crecimiento; en particular, si se 

aplica a la tierra y no a la vivienda. 

No obstante, es un impuesto muy one- 

Toso para los mayores que ven disminuidos 

sus ingresos una vez jubilados y habitan 

una casa cuyo avalúo ha subido considera- 

blemente, originando un alza significativa 

en el pago de contribuciones. Ningún 

impuesto debe ser expropiatorio. 

El impuesto no debiera exceder de un 5% 

del arriendo imputado que refleja el valor 

de los servicios habitacionales. Además, 

el propietario de una vivienda debe tener 

la opción, una vez jubilado, de poster- 

gar el pago de contribuciones hasta que 

decida vender, o bien pase a ser parte de 

la herencia. Así se mantiene la coherencia 

tributaria con el caso de otro individuo que 

mantiene su riqueza en activos financieros 

(un fondo mutuo), el impuesto se paga solo 

cuando decide vender el activo. 

Asimismo, para evitar un doble im- 

Puesto, el pago de contribuciones debiera 

constituir un crédito al impuesto Global 

Complementario o de herencia. ELIVA a 

las propiedades nuevas debiera eliminarse; 

como vimos, es un impuesto al consumo 

y, por lo tanto, su base es equivalente al de 

las contribuciones: los servicios habita- 

cionales. 

Un gasto más eficiente, controlando, 

entre otros, la evasión del transporte 

público y el fraude de las licencias médicas, 

debe compensar la menor recaudación de 

las contribuciones.   
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Finanzas sostenibles: 
¿quo vadis? 

¡la última década ha estado marcada por el notable desarro- 

llo de un mercado de finanzas sostenibles, durante el último 

año este desarrollo se ha puesto en entredicho. ¿Hacia dónde 

se dirige el mercado de finanzas sostenibles (quo vadis)? La 

pregunta es urgente, considerando que la OCDE advierte sobre una 

brecha financiera para cumplir los Objetivos de Desarrollo Sosteni- 

ble (ODS). Además, diversos gobiernos, incluido el de Chile, están 

actualizando sus compromisos climáticos en vísperas de la COP 30 

en Brasil, incluyendo a las finanzas sostenibles como instrumento 

de gestión para adaptarnos al cambio climático. Pero si el mercado 

de finanzas sostenibles como programa de política pública no 

logra adaptarse a trabas de eficacia e integridad, corre el riesgo de 

volverse una promesa estéril. 

El mercado de finanzas sostenibles se sustenta en un modelo 

regulatorio basado en mandatos de transparencia bajo categorías 

y métricas estandarizadas. Así, se busca generar información que 

permita a inversionistas comparar consistentemente el desempe- 

ño socioambiental de empresas e instrumentos financieros para 

“SLel mercado de 
finanzas sostenibles 
no logra adaptarse a 
trabas de eficacia e 
integridad, corre el riesgo 
de volverse una promesa 
estéril”. 

alinear capital con obje- 

tivos de sostenibilidad, 

promoviendo la eficiencia 

y entereza del mercado. 

Chile ha sido un referente 

regional en este proceso, 

con la dictación de la Nor- 

ma de Carácter General 

N*461 (2021), la imple- 

mentación de un Marco 

para Bonos Sostenibles 

(2023) y el desarrollo de 

una Taxonomía Verde (2025). A ello se suma el reciente lanzamien- 

to del primer bono azul por parte de BancoEstado (2025). 

Tal modelo enfrenta crecientes tensiones. Diversos estudios se- 

ñalan que sus efectos en la conducta de actores clave como bancos 

o inversionistas institucionales son aún limitados. Las divergencias 

entre enfoques regulatorios -uno de “materialidad simple”, enfo- 

cado en riesgos financieros (EEUU, ISSB), y otro de “materialidad 

doble”, que incorpora externalidades socioambientales (UE)- se 

han agudizado con señales políticas regresivas en ambas regiones. 

Al mismo tiempo, grandes actores financieros están posponiendo 

o abandonando compromisos con la carbono-neutralidad. A nivel 

local, casos como el proyecto Dominga o los debates sobre capital 

natural reflejan otro dilema clave: ¿cómo valorar la biodiversidad 

sin reducirla a una mercancía? 

Los desafíos actuales muestran los límites de un modelo que se 

limita a corregir asimetrías de información sin afectar preferen- 

cias de inversión. La urgencia climática exige por tanto repensar el 

diseño regulatorio de las finanzas sostenibles y la distinción entre 

lo financiero y lo no financiero que le subyace. Lo que está en juego 

no es solo el correcto funcionamiento de un mercado, sino nuestra 

capacidad colectiva para afrontar la crisis climática con instrumen- 

tos de política pública que estén a la altura del desafío. 
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